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AGRESIONES A EDUCADORAS Y EDUCADORES SOCIALES
  EN EL DESARROLLO DE SU ACCIÓN PROFESIONAL.

Invitación a la reflexión y a la toma de decisiones.

Comisión de Ética y Deontología 
del Colegio de Educadores y Educadoras Sociales del País Vasco (GHEE-CEESPV).

Un hecho de partida

El perfil de las personas con las que trabajamos las educadoras y educadores sociales hace posible el riesgo de sufrir una agresión durante la acción socioeducativa a tal grado que, incluso, se puede considerar como un hecho laboral peculiar de la profesión. En ocasiones es el propio educador el que asume que ciertos riesgos son inherentes al desarrollo del trabajo educativo, como puedan ser los insultos, empujones o faltas de respeto en determinados servicios en los cuales se trabajan situaciones de emergencia o se toman decisiones complejas como el acogimiento, la adopción, retiradas de tutelas, etc. La asunción de estos hechos violentos por parte de los educadores, como parte de su labor, no les hace ver la responsabilidad de trabajarlos con el equipo ni de informar a la empresa para buscarles una solución que, al mismo tiempo que los proteja, mejore la calidad del trabajo educativo en las empresas y la atención que se presta a las personas usuarias del servicio. Con cierta frecuencia todo ello provoca el fenómeno de lo que se ha dado en llamar “educador quemado” en lo profesional, hoy en aumento por la situación de crisis en que nos encontramos.

Todos hemos oído o conocemos algún hecho violento en contra de educadoras o educadores sociales, de norte a sur y de este a oeste de la geografía española. También podemos imaginar con relativa facilidad las consecuencias psicológicas negativas que estos hechos de violencia generan, tanto en los profesionales como en los educandos. Cuando la gravedad de los hechos es elevada o la reiteración de los mismos afecta de manera significativa a un educador y éste acude a la dirección de la empresa en donde trabaja para denunciar los hechos, también se suele generar una especie de relación perversa: la empresa hace notar al educador sus déficits formativos o profesionales para realizar su trabajo, se le culpabiliza de los resultados y se le insta a que regrese a su labor y cumpla con sus obligaciones. 

Ante una agresión, no suele haber un planteamiento conjunto que permita diseñar acciones consensuadas en las que la empresa ponga los medios adecuados y los educadores su habilidad y capacidad para la mejora de la calidad del servicio que se presta.

En otras palabras, en situaciones de conflicto se suele personalizar en el profesional la culpabilidad del acontecimiento y, en el mejor de los casos, la empresa monta un curso de formación que palie el síntoma, dota al personal de formación (principalmente de técnicas de defensa) para enfrentar situaciones violentas; en el peor, será el profesional quien tendrá que asumir los costes personales de esta formación y los de su terapia de recuperación.

A raíz de la crisis económica que padece todo el país, el papel profesional de los educadores sociales ha ido cambiando con frecuencia a peor. Por ejemplo, en centros de atención directa, en el tema de menores, se están incrementando los casos de agresión y se está interpretando nuestra figura como la de un fiscalizador que facilita o dificulta el acceso a ayudas… No se está reforzando nuestra figura como educador y nuestra autoridad por nuestro buen hacer profesional y por nuestro trabajo de calidad; en su lugar, se delega la autoridad en figuras como las de las fuerzas de seguridad del Estado… El cómo se trabaja en las intervenciones socioeducativas viene marcado por el nivel de conflictividad del momento, se trabajan con otros miedos, se dejan de hacer intervenciones o se posponen hasta estar en lugares más adecuados o se posponen hasta que la situación de los casos esté más asentada. La empresa no contribuye a que esto mejore pues incrementa los ratios de atención, disminuye la calidad y tiempos de dedicación a cada caso, se recurre a la derivación para aligerar el número de los que son atendidos, aumenta el cansancio, los usurarios sienten que no son atendidos como quieren, están insatisfechos y todo ello predispone o genera un caldo de conflicto hacia la violencia o agresión verbal o física.

En contraste, la formación que ha recibido el educador y  la educadora social camina por otros derroteros. En herencia del pasado, cuando se trabajaba como voluntariado a la sombra de grupos eclesiales, se le ha formado en la comprensión, la ayuda, la benevolencia, la aceptación de los educandos y nunca se le ha hecho aprender en los centros formativos la forma de defenderse o controlar la violencia; esto se delega en otros profesionales especializados como guardas, policías o jueces. Esta situación provoca en los educadores una confusión de límites entre el mundo ideal, fruto de una herencia de voluntariado, y la realidad con la que trabajan.

El objetivo de esta reflexión
Ante la constatación de la existencia de agresiones y actos violentos en contra de los educadores sociales en el transcurso del desarrollo de su labor educativa, del supuesto perverso de que éstos van incluidos en el paquete de esta profesión, de la ausencia de análisis y valoración de los mismos en el seno de los equipos de educadores y de la ignorancia de los mismos o minusvaloración de su trascendencia por parte de la empresa en la que trabajan estos profesionales, se invita a hacer una reflexión en orden a:

· Abordar en los Colegios el tema de las agresiones a educadores sociales en el contexto del desarrollo de su labor profesional.

· Tomar decisiones relativas a la exigencia de medidas protectoras desde la empresa y los equipos de profesionales.

· Valorar las agresiones también desde el punto de vista ético y deontológico de la Educación Social llegando a establecer criterios para el tratamiento de las mismas que afecten al educador social, al equipo de intervención y a la empresa contratante, sea pública o privada.

Las agresiones, en cuanto hechos violentos, esclavizan tanto a las personas que las sufren como a las que las hacen y se producen mientras se desarrolla la acción socioeducativa. En cambio la educación social es por naturaleza liberadora y debería serlo tanto en el caso del que la recibe (el educando) como del que la facilita (el educador). Las agresiones, en cuanto esclavizadoras o privadoras de derechos y libertades y la educación en cuanto liberadora, son en sí opuestas. Si no se hace nada ante la agresión se provoca una perversión en la actuación profesional o si se opta por acciones de castigo o venganza se favorece lo contrario al acto educativo. De ahí la necesidad de reflexionar, analizar los procedimientos usuales ante estos hechos y de tomar decisiones coherentes.

¿Rutas de solución (a manera de hipótesis a considerar)?
1. En el Estado español la prevención de los riesgos psicosociales se hayan incluida en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, sobre Prevención de Riesgos Laborales que es aplicable a todas las profesiones y que es trasladable al mundo de la Educación Social. Se resume básicamente en que el educador social debe ser consciente de que la salud es un derecho a preservar en su entorno laboral; la salud es un derecho del trabajador y una obligación de la empresa el preservarla. En el caso de los educadores sociales, no se les contrata para contener o sufrir actos violentos que atenten contra su salud física o psicológica sino para poder intervenir educativamente. Hay factores como la personalidad, el entorno ambiental del lugar de trabajo, ruidos, malos olores, iluminación, etc. que mediatizan la acción educativa, pero no son sólo éstos, también están los factores psicosociales, las relaciones que se mantienen en el puesto de trabajo, no sólo del jefe hacia su subordinado, sino de éste hacia sus compañeros o hacia las personas que son objeto de su intervención educativa y viceversa. Cómo se establezcan las relaciones de poder es un elemento esencial. Estos riesgos psicosociales, por tanto, serán consecuencia de unas malas condiciones de trabajo, concretamente de una deficiente organización del trabajo. La Ley de Prevención de Riesgos Laborales considera que la organización del trabajo forma parte de las condiciones de trabajo que influyen en la salud y seguridad de los y las trabajadoras, entre otros mecanismos a través de la exposición nociva a los riesgos psicosociales. Por ello, las características de la organización del trabajo deben ser evaluadas, controladas y modificadas si generan riesgos
2. Las entidades o empresas de educación social, prestadoras de servicios educativos, en su conformación como empresas, tienen por tanto un requerimiento legal que exige la elaboración de protocolos varios en temas de riesgos laborales. Estos protocolos han de referirse a evitar que se produzcan tales riesgos (abarcando aspectos físicos de los lugares de trabajo, sociales de relación entre trabajadores y jefes, entre educadores, entre éstos y los educandos, psicológicos personales de los educadores y los equipos, organizativos del trabajo como horarios diurnos y nocturnos, etc.) y a la actuación coordinada entre empresa y trabajadores en el caso de que se produzcan incluyendo acciones dirigidas a la persona agredida y a la agresora.

3. En el caso de Asociaciones de educadores/as sociales más pequeñas, cada Colegio puede liderar reflexiones y acciones dirigidas a que éstas tomen conciencia de la trascendencia de los actos violentos, los pongan encima de sus mesas, los reflexionen, tomen decisiones en conjunto y se vaya generando una cultura de protección.

4. La legalidad vigente se incumple, es decir, la Ley de prevención existe pero no está encima de la mesa, ni a nivel de reflexión individual ni en lo que afecta a la persona agredida, ni en la mesa del Equipo ni en la de la Dirección. Los Colegios habrán de liderar un movimiento de reflexión sobre la legalidad pendiente de que se cumpla para que el profesional de la Educación Social se vea preservado en sus derechos frente a los riesgos que se puedan presentar en el desarrollo de su trabajo. 

5. Desde un punto de vista ético y deontológico, en el Código vigente de los educadores y educadoras sociales, ¿hay algún principio o artículo que insinúe algún criterio de actuación en los casos de agresión? No aparece alguno de un modo directo y claro, pero sí hay apartados en los que se puede encontrar alguna orientación, aunque no explícita. Esto da pié a pensar en la introducción de correcciones o novedades en la futura revisión de este importante documento para la profesión.

6. Por otro lado, en el Código se visibilizan las obligaciones del educador social, pero no sus derechos, es decir, la Educación Social se dota de un documento donde se destacan los deberes y las obligaciones, pero no los derechos. ¿Habría que iniciar un movimiento para introducir la palabra “derecho de los educadores”  en este Código, al menos de manera genérica? A manera de ejemplo, esto daría cabida a la introducción en el capítulo I, Aspectos Generales, de una formulación diciendo que este Código preserva, amparándose en la dignidad humana, la Declaración Universal de Derechos, la Convención Europea, etc., el derecho que tiene el educador social a no ser violentado en el desarrollo de su profesión. O también a la redacción de un principio general afirmando el derecho al respeto, por parte de las instituciones públicas, empresas, compañeros, educandos y sus familias, a los educadores sociales durante el desarrollo de la intervención socioeducativa. Esta modificación a introducir en el código podría tener la función de un criterio ético y deontológico sobre el que apoyar la defensa de los educadores sociales ante el incumplimiento de obligaciones legales de prevención de actos violentos o situaciones de violencia que se produzcan durante el desarrollo de su trabajo al interior de los centros o en el medio abierto.

7. ¿Cuáles deberían ser los criterios de actuación del equipo de intervención socioeducativa en una empresa pública o privada de Educación Social en el caso de una agresión? En los casos de agresión el equipo, prioritariamente, ha de ejercer una función protectora. Según esto, el criterio que se sugiere sería: “En el caso de que un miembro del Equipo Educativo sea agredido en el desarrollo de su trabajo, el Equipo lo arropará”, pero desde el punto de vista práctico, ético y deontológico se debería ir más allá reflexionando sobre acciones a realizar con las instituciones y la empresa, con la persona agredida y con la agresora desde valores de corresponsabilidad, solidaridad, acogimiento, justicia, etc., en coherencia con la profesión de educadores sociales. Todo esto supone la tarea de alentar que en cada centro se cree la conciencia de equipo que trabaje en un objetivo común.

8. Por último y también desde un punto de vista educativo, ético y deontológico, en el caso de una agresión, ¿cuál debe ser el tratamiento a dar a la persona agresora? Hay que partir del hecho de que somos personas y también educadores sociales y que la agresión en sí genera sentimientos encontrados que hay que digerir y trabajar para poder evolucionar hacia una propuesta de trabajo reparadora. El criterio “diente por diente” no vale. Desde lo personal puede haber todo tipo de planteamientos, pero desde lo profesional socioeducativo la persona agresora sujeto de la acción educativa no debe ser rechazada. Rechazamos el acto, no a la persona, el acto tiene consecuencias y se debe buscar el recorrido que puede tener desde lo educativo. ¿Hacer un programa de intervención especial para tal persona y que lo lleve a cabo otro educador del equipo? ¿Derivar a esa persona o pedir ayuda externa? ¿Ejercer la objeción de conciencia en el caso de que el educador se vea obligado por la empresa a continuar la intervención educativa con la persona agresora?
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� En aras de simplificar el texto de la redacción, en adelante se hablará de educadores sociales, pero la intención explícita es referirnos a los dos géneros, más en esta profesión en la que las educadoras superan con creces en número a los educadores.


� Este documento es fruto de una jornada de reflexión sobre las agresiones en su trabajo a educadores y educadoras sociales, celebrada en septiembre de 2013, a iniciativa de la Comisión de Ética y Deontología del Colegio de Educadoras y Educadores Sociales del País Vasco, en la que participaron los Miembros de la Comisión y de la Junta de Gobierno del Colegio. El contenido del mismo representa una especie de resumen de los principales aspectos sujetos a reflexión en la jornada y se han extraído de un documento transcrito por Dani Rubio, uno de los miembros de la Comisión y de la Junta del Colegio, a partir de las grabaciones hechas “in situ”. La forma de redacción de este documento se ha hecho para invitar a la reflexión sobre el tema a otros Colegios pensando que tiene la suficiente importancia desde el punto de vista profesional y, por supuesto, ético y deontológico. Para la reflexión se hizo uso del Protocolo de actuación en caso de agresión de la Sociedad Cooperativa de Iniciativa Social, AGINTZARI y de la Ley de prevención de riesgos laborales.
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